
La fiscalización ambiental en manos del Tribunal Constitucional 

En los próximos días, debe conocerse la sentencia del Tribunal Constitucional (TC) respecto de la 

acción de amparo interpuesto por la empresa PERUBAR SA contra el cobro del Aporte por 

Regulación (APR) minero que le compete al Organismo de Evaluación y Fiscalización Ambiental 

(OEFA). Esta sentencia es de enorme importancia, pues de aceptarse los argumentos de la 

empresa –que ya fueron desestimados en todas las instancias judiciales- se pondría en grave 

riesgo el funcionamiento mismo del OEFA, entidad responsable de fiscalizar y sancionar los 

eventuales daños al medio ambiente generados por las empresas. 

 Frente a la trascendencia de esta sentencia, invocamos al máximo órgano de control 

constitucional a tomar en cuenta las siguientes consideraciones: 

- El Aporte por Regulación fue creado por la Ley N° 27332 en el año 2000. Es una 

contribución menor del 1% de la facturación anual, descontado el IGV y el impuesto de 

promoción municipal, de las empresas para financiar a los organismos reguladores en  los 

gastos que acarrea las funciones de regulación, supervisión y fiscalización. Cuando 

OSINERG se convierte en OSINERGMIN, se amplía por ley su ámbito de intervención a los 

sectores minero (gran y mediana minería) y de hidrocarburos, así la contribución se 

extiende a estos sectores. Durante varios años esta contribución ha sido realizada por las 

empresas aportantes, sin ser cuestionada.   

- ¿Qué es lo que el demandante está cuestionando entonces? Cuando se trasfiere la 

funciones de supervisión y fiscalización ambiental de OSINERGMIN al OEFA, en materia de 

minería e hidrocarburos, la ley le da a esta entidad la potestad de cobrar una proporción 

del APR,  porcentaje que debía ser establecido por la PCM vía decreto supremo. PERUBAR 

SA cuestiona el Decreto Supremo N° 130-2013- PCM emitido en 2013 que cumple este 

mandato; y  destina al OEFA, para los años 2014 y 2015, el 0,15% de la facturación 

mensual de las empresas mineras, descontado el IGV y el impuesto de promoción 

municipal, y el 0,13%, en 2016. En la actualidad, este porcentaje se ha reducido por la PCM 

a 0,11%. La norma dispone también que el OEFA reglamente la mejor aplicación y 

cobranza de la proporción que se le asigna. 

Perubar SA, que tiene como accionista mayoritario a Glencore Minera AG,  cuestiona los 

porcentajes de la distribución que van al OEFA y que este se encargue de su cobranza. Lo 

considera ilegal y solicita su devolución. ¿Por qué el APR se convierte en un problema para ciertas 

empresas cuando una parte pequeña del monto se destina al OEFA? Todo indica que el objetivo de 

fondo de la demanda es debilitar a este organismo, encargado de supervisar y fiscalizar las 

operaciones mineras y de imponer sanciones a quienes dañan el ambiente. 

Las posibles consecuencias de esta demanda es que el OEFA devuelva a PERUBAR SA lo recibido 

durante los años 2014, 2015 y 2016, lo que daría lugar a que otras empresas también lo soliciten 

creando un serio problema, pues lo aportado por todas las empresas en los tres años es de más de 

200 millones de soles.  

La supervisión y fiscalización ambiental a las empresas mineras acarrea gastos al Estado. Supone 

desplazamientos, inspecciones, monitoreos y un funcionamiento desconcentrado, con un mínimo 

de personal. Afectar y burocratizar esta fuente de financiamiento que representa el 75% de los 



ingresos del OEFA es darle otro duro golpe. Recordemos, que las empresas cuestionaron que el 

OEFA recibiera el cobro de multas  y esos fondos fueron retirados de sus ingresos. Además, con la 

Ley N° 30230 le redujo su facultad sancionadora. En consecuencia, invocamos al Tribunal 

Constitucional que detenga el debilitando al OEFA. La fiscalización puede resultar incómoda para 

algunos pero es necesaria para garantizar inversiones responsables. 
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